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I)   NOVEDADES NORMATIVAS.-

0.  Europa.-

· Reglamento (CE)  1422/2007 de la Comisión, de 4 de diciembre de 2007, por el que se modifican las Directivas 2004/17/CE y 2004/18/CE del Parlamento Europeo y del Consejo en lo que concierne a los umbrales de aplicación en los procedimientos de adjudicación de contratos.   (DOUEL 5 diciembre 2007)

· Directiva 2007/66/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de diciembre de 2007, por la que se modifican las Directivas 89/665/CEE y 92/13/CEE del Consejo en lo que respecta a la mejora de la eficacia de los procedimientos de recurso en materia de adjudicación de contratos públicos.  (DOUEL 20 diciembre 2007)

1.  Estado.-

· Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público.    (BOE 31-X-2007)

· Ley 31/2007, de 30 de octubre, sobre procedimientos de contratación en los sectores del agua, la energía, los transportes y los servicios postales.    (BOE 31-X-2007)

· Resolución de 11 de octubre de 2007, de la Confederación Hidrográfica del Guadiana, por la que se establece la composición de la Mesa de contratación permanente.   (BOE 13-XI-2007)

· Orden EHA/3875/2007, de 27 de diciembre, por la que se hacen públicos los límites de los distintos tipos de contratos a efectos de la contratación administrativa a partir del 1 de enero de 2008.  (BOE 31-XII-2007)

2.  Comunidades Autónomas.-

C)
Galicia

· Resolución de 31 de octubre de 2007, de la Dirección General de Relaciones Laborales, por la que se comunican los lugares de habilitación y se da publicidad a la versión bilingüe do libro de subcontratación regulado en el Real Decreto 1109/2007, de 24 de agosto, por el que se desarrolla la Ley 32/2006, de 18 de octubre, reguladora de la subcontratación en el sector de la construcción. (DOG 14-XI-2007) 

· Decreto 237/2007, de 5 de diciembre, por el que se crea la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Galicia y se regulan su composición y funciones.  (DOG 19-XII-2007)

D)
Andalucía
· Orden de 26 de octubre de 2007, por la que se establece la gestión por medios electrónicos de los procedimientos relativos al Registro de Licitadores de la Comunidad Autónoma de Andalucía y se desarrollan determinados aspectos del Decreto 189/1997, de 22 de julio.   (BOJA 14-XI-2007)

E)
Asturias
· Resolución de 8 de octubre de 2007, de la Consejería de Cultura y Turismo, por la que se designan los miembros de la Mesa de Contratación de la Consejería con carácter permanente.   (BOPA 25-X-2007)

· Resolución de 22 de octubre de 2007, de la Consejería de Bienestar Social, por la que se procede a la creación y designación de miembros de la Mesa de Contratación permanente en el ámbito de la Consejería de Bienestar Social. (BOPA 20-XI-2007)

· Resolución de 7 de noviembre de 2007, de la Consejería de Presidencia, Justicia e Igualdad, por la que se designan con carácter permanente los miembros de la Mesa de Contratación de la Consejería de Presidencia, Justicia e Igualdad.   (BOPA 3-XII-2007)

I)
Comunidad Valenciana
· Resolución de 2 de noviembre de 2007, del subsecretario de la Conselleria de Economía, Hacienda y Empleo, por la que se publica la versión bilingüe del modelo del libro de subcontratación del que deberá disponer cada contratista con carácter obligatorio en el ámbito territorial de la Comunitat Valenciana, en virtud de lo dispuesto en la ley 32/2006, de 18 de octubre, reguladora de la subcontratación en el sector de la construcción.  (DOGV 8-XI-2007)

M)
Navarra
· Decreto Foral 236/2007, de 5 de noviembre, por el que se regula la Junta de Contratación Pública y los procedimientos y registros a su cargo.  (BON 30-XI-2007)

II)   NOVEDADES JURISPRUDENCIALES.-

Los siguientes comentarios jurisprudenciales versan sobre Sentencias que se han considerado de interés dictadas por el Tribunal de Justicia de la Comunidad Europea en el último semestre del año 2007, y las dictadas por el TS y los TSJ de las CCAA, en el intervalo temporal de 9 de octubre de 2007  (última fecha a la que hacia referencia el anterior informe)  y 1 de enero de 2008, recogidas estas últimas en el repertorio de jurisprudencia de Aranzadi.

A.- CONTRATACIÓN

0.  Tribunal de Justicia de la Comunidad Europea   (TJCE).-

· STJCE,  de 18 de julio de 2007.    Asunto C-503/04.

Recurso de la Comisión de las CCEE que solicitó al TJCE que declarase que la RFA había incumplido las obligaciones que le incumben en virtud del artículo 228 CE, apartado 1, al no haber adoptado las medidas necesarias para la ejecución de la STJCE de 10 de abril de 2003, sobre la celebración de un contrato para la evacuación de aguas residuales del municipio de Bokhorn (Alemania) y de un contrato para la eliminación de residuos de la ciudad de Brunswick, que habían sido adjudicados, sin haber convocado una licitación ni publicado el resultado del procedimiento de adjudicación en el DOCE, el primero de ellos, y habiendo adjudicado el segundo mediante procedimiento negociado sin publicación de anuncio de licitación, a pesar de que no concurrían los requisitos establecidos en el artículo 11, 3 de la Directiva comunitaria 92/50.

En el marco del procedimiento por incumplimiento del artículo 226 del Tratado CE, el TJCE solo está obligado a declarar que se ha incumplido una disposición de derecho comunitario, incumbiéndole al estado miembro adoptar las medidas necesarias para la ejecución de la sentencia. Las medidas adoptadas por la RFA estaban dirigidas exclusivamente a impedir la firma de nuevos contratos que constituyeran infracciones similares a las declaradas en la STJCE de 10 de abril de 2003, sin que aquellas impidieran que el contrato firmado por la ciudad de Brunswick siguiera produciendo sus efectos, al parecer durante varios decenios dada la larga duración del mismo.

En primer lugar, si bien es cierto que el artículo 2, apartado 6, de la Directiva 89/665, autoriza a los estados a mantener los efectos de los contratos celebrados con infracción de las Directivas y protege con ello la confianza legitima de las partes contratantes, no puede tener como consecuencia que el comportamiento de la entidad adjudicadora respecto a terceros deba considerarse ajustado a derecho comunitario con posterioridad a la celebración de dichos contratos.

El mencionado artículo de la Directiva 89/665, pretende regular la reparación que una persona perjudicada por una infracción cometida por un poder adjudicador pueda obtener de éste, pero no puede considerarse que regule la relación entre un estado miembro y la comunidad, relación que se trata en el contexto de los artículos 226 y 228 CE.

En segundo lugar, los principios de seguridad jurídica, protección de la confianza legitima y pacta sunt servanda y derecho de propiedad no pueden ser invocados por un estado miembro para justificar la inejecución de una sentencia en la que se declare incumplimiento del artículo 226 CE. 

En tercer lugar, si bien el artículo 295 CE dispone que el Tratado no prejuzga en modo alguno el régimen de propiedad de los estado miembros, ello no es óbice para recordar que su efecto no es sustraer los regimenes de propiedad existentes en los estados miembros a la aplicación de las normas fundamentales del Tratado. Un estado no puede invocar disposiciones y practicas de derecho interno para justificar incumplimiento de obligaciones dimanantes del Derecho comunitario.

Por ello procedió declarar que la RFA había incumplido las obligaciones que le incumben del artículo 228 CE, al no haber adoptado las medidas necesarias para la ejecución de la sentencia de 10 de abril de 2003.

2.  Tribunal Supremo   (TS).-

· STS de 9 de octubre de 2007 (RJ 2007/7219)

Versa sobre recurso de casación interpuesto por el Ayuntamiento de Binefar contra sentencia por el que se desestima recurso contencioso administrativo contra desestimación presunta de la solicitud de 24 de mayo de 2001, al Consejo Superior de Deportes por la que se interesaba la liquidación de la obra de construcción de un Pabellón Deportivo, realizado con motivo de un convenio entre el Consejo Superior de Deportes, la DGA, en el que el Ayuntamiento de Binefar, beneficiario, se comprometía a abonar el 34% de la obra.

Durante la ejecución de la obra, la Admón. contratante, el CSD, con la intervención de la comisión mixta de la que no formaba parte el Ayuntamiento de Binefar, comunica a éste las sucesivas liquidaciones de su participación conforme se van aprobando las correspondientes certificaciones parciales, produciéndose con ello las correspondientes correcciones tras las alegaciones del Ayuntamiento.

Una vez producida la recepción definitiva de la obra, entre otros ante el Consejo Superior de Deportes como Administración contratante y el Alcalde del Ayuntamiento de Binefar, aquel comunica que hasta ese momento la participación municipal asciende a una determinada cantidad quedando con ello un saldo acreedor a favor del CSD de un determinado importe restante, permaneciendo el Ayuntamiento inactivo, pues ni pagó ni impugnó.

El TS, desestima el recurso de casación, y considera que dada la naturaleza de la actuación de que se trata, un convenio suscrito entre el Ministerio de Educación y Ciencia con la Comunidad Autónoma de Aragón cuya gestión es encomendada a una Comisión Mixta de seguimiento en la que no figura el Ayuntamiento, pero en el que se ha determinado que la aportación de éste es del 34%, no es posible alegar el incumplimiento de los tramites correspondientes al supuesto de liquidación de obras realizadas en virtud del correspondiente contrato administrativo y por ello no cabe hablar de un acto de liquidación en relación con el Ayuntamiento de Binefar con las formalidades propias de la contratación administrativa de obras. Siendo por ello suficientes las comunicaciones entre las partes ( Consejo Superior de Deportes con la intervención de la Comisión de Seguimiento y el Ayuntamiento de Binefar), que obran en las actuaciones y la presencia del Alcalde en el acta de recepción definitiva de las obras en la que expresamente consta el importe final de las obras. 

3.  Tribunales Superiores de Justicia   (TSJ).-

P)
Madrid
· ST de 29 de octubre de 2007.

Resuelve un recurso de apelación interpuesto por una mercantil participante en el concurso convocado por el Ayuntamiento de Madrid, para la adjudicación de un contrato de servicios de mantenimiento de aparatos elevadores.

A la adjudicación del contrato se presentan tres sociedades, resultando que una de ellas, la adjudicataria, es una sociedad constituida por otro de los licitadores, que ostenta su control y dominio efectivo, posee la totalidad de derechos de voto de aquella, es su administrador único y tiene idéntico objeto social.

En estos la doctrina y jurisprudencia consideran que nos hallamos ante  una unidad de negocio, de forma que no hay duda de que no se tratan de dos licitadores diferentes sino de un solo licitador que decide presentar dos proposiciones. El artículo 80 TRLCAP prohíbe presentar a un licitador más de una proposición, y la sociedad dominante y la filial constituyen un único licitador, siendo el propósito de aquel garantizar que los licitadores concurran en igualdad de condiciones.

La aplicación de la técnica del levantamiento del velo permite apreciar que el control y dominio efectivo de la sociedad filial, que resulta adjudicataria, por la sociedad matriz, y por ello la Sala concluye que las ofertas presentadas por ambas mercantiles en modo alguno se han realizado para que compitan entre sí en la licitación,

Respecto a la argumentación de la recurrente por la que se circunscribe la prohibición de que empresas vinculadas presenten proposiciones diferentes a los procedimientos de contratación de concesiones de obra pública, al figurar explícitamente únicamente en el artículo 234 TRLCAP, la Sala considera que a la vista del artículo 80 TRLCAP y de las razones que informan el mencionado artículo 234 (garantía de la igualdad de trato) que debe aplicarse a la totalidad de los contratos.

El hecho de que el art. 80 TRLCAP solo prohíba que un licitador concurra a un mismo procedimiento de una parte solo y de otra integrado en una UTE no excluye que además se prohíba que dos empresas vinculadas presenten proposiciones a una misma licitación porque en el caso de la UTE a la que pertenece un licitador que a su vez presenta una oferta propia, no estamos en puridad ante un supuesto de empresas vinculadas en el sentido expuesto anteriormente.

· ST de 14 de diciembre de 2007   (jur 2008/20204).

Conoce de recurso de contencioso administrativo interpuesto contra la adjudicación de un concurso para la construcción y explotación de un campo municipal de golf, así como la redacción del correspondiente proyecto y dirección de obra a favor de unas mercantiles.

El TSJ admite la argumentación de los recurrentes que solicitaban la nulidad del acto administrativo por incumplimiento de un requisito esencial en la tramitación del expediente: la realización de una evaluación o declaración de impacto ambiental previa a la presentación del proyecto de campo de golf.

Frente a la tesis del Ayuntamiento, que sostenía, que la condición previa se cumplía dado que el proyecto de campo de golf era el objeto de la contratación y que la empresa adjudicataria debía redactarlo para su tramitación y aprobación, y que ésta no se produciría hasta que no se hubiere realizado la mencionada evaluación o declaración, el TSJ considera que el ayuntamiento como promotor del proyecto es quien tiene que iniciar y obtener la evaluación de impacto medio ambiental para someter el proyecto a sus determinaciones. La convocatoria de un concurso para la adjudicación de la redacción del proyecto de campo de golf es puramente nominal, estando contenido el verdadero proyecto en los pliegos que rigen la contratación que define los límites y condiciones del campo y prescinde de la evaluación ambiental previa.

Q)
Castilla y León
· ST de 14 de diciembre de 2007   (jur 2008/1057)

Conoce de un recurso de apelación contra la Sentencia de instancia por la que se estima el recurso contencioso administrativo interpuesto por una mercantil en el que se impugnaba la desestimación presunta de una solicitud en reclamación de cantidad más intereses legales y devolución de garantías.

La Administración se niega a abonar el importe reclamado por considerar que la obra no se ha realizado conforme al proyecto y al contrato y que se ha realizado una modificación del mismo sin aprobación por el órgano competente.

La contratista había solicitado una modificación que hacía referencia a diversas unidades de obra, junto con la prórroga de un mes, y la Administración contratante de forma inmediata aceptó la prórroga, denegando en cambio la modificación, si bien la Sentencia acredita que esta denegación, resuelta con bastante retraso respecto de la concesión de la prórroga, fue posterior a la fecha en que debía entregarse la obra.

La Administración se había negado a recibir la obra, pero debe destacarse que lo hizo  por el hecho de que se habían sustituido las losetas y bordillos de caliza por losetas y bordillos de granito, sin que se alegue ninguna otra deficiencia, y sin indicar que no procedía la recepción porque otras unidades de obra no se ajustaban al proyecto y al contrato.

La cuestión suscitada consiste en determinar si la contratista tiene derecho a reclamar el importe de las modificaciones efectuadas en el proyecto inicial. La Sala considera que visto las circunstancias fácticas, en la que se resuelve en un primer momento expresamente sobre la prórroga y no resolviendo sobre la modificación hasta con posterioridad a la recepción, y la Jurisprudencia del TS por la que se admite la autorización tácita o presunta de las reformas al decepcionar las obras, pues en otro caso se atentaría a los principios de buena fe y equidad en la contraprestación, se pone de manifiesto la voluntad real de la Administración de considerar autorizada la modificación de las obras contratadas. 

B.- SERVICIOS PUBLICOS

2.  Tribunal Supremo   (TS).-

· STS de 10 de octubre de 2007.  (Jur 2007/328981).

Conoce de un recurso de casación interpuesto por el Ayuntamiento de Novelda contra la sentencia de instancia por la que se estimaba recurso contencioso administrativo interpuesto por una mercantil contra la resolución del Ayuntamiento de adjudicación de la concesión del abastecimiento de agua potable y saneamiento en ese municipio.

EL TS declara nula la sentencia de instancia por entender que incurre en incongruencia “ultra petitum” por conceder más de lo solicitado por el recurrente. Por ello en aplicación del artículo 95.2,c) LJCA debe resolver lo que corresponda dentro de los términos en que estuviera planteado el debate.

La demanda inicial se basaba en la impugnación de la tasa del servicio de saneamiento que derivaba de la oferta aprobada de la UTE adjudicataria ya que no podía exceder en su conjunto del coste real o previsible del servicio a prestar, circunstancia ésta que no se producía en la variante de la oferta aprobada que proponía, al entender de la demandante, una tarifa de la que resultaban ingresos superiores a los costes calculados del mismo.

El Pliego regulador de la contratación establecía como derecho del Ayuntamiento la percepción del concesionario de un canon anticipado liquidable de una sola vez que el adjudicatario se comprometía a ingresar en las arcas municipales en el momento de la firma del contrato. Dicho canon constituía para el adjudicatario uno de los costes que había de asumir dentro de los que debía afrontar durante la prestación del servicio. No obstante, la adjudicataria no incluyó el importe del canon entre los costes de la operación, por lo que la cuantía del canon no podía ser causa suficiente para la exclusión de la oferta, ya que no pudo influir en la fijación de la tarifa como coste del servicio. Además el contrato versaba tanto sobre el abastecimiento como sobre el saneamiento y el canon anticipado se satisfacía por ambos por lo que su existencia tampoco podía vincularse solo a la tasa a satisfacer por el servicio.

Por otra parte, no puede aceptarse que la tasa por el servicio de saneamiento deba coincidir con el coste del servicio determinado por el licitador, y que las tarifas vengan necesariamente derivadas de ello. La tasa no debe configurarse atendiendo al coste que la oferta considera como coste del servicio. No existe identidad plena entre la estructura de costes del servicio ofrecida por cada licitador y las tarifas aplicadas al servicio, solo debe derivarse o extraerse como consecuencia.

Es válido que la corporación fije la tasa del servicio atendiendo también a otros costes que entran de lo previsto en el artículo 24 LHL como los costes indirectos que soporta aquella. El denominado estudio de costes para tasa que consta en el expediente da puntual cumplimiento a lo previsto en el mencionado artículo 24 LHL, incluye costes directos como indirectos de la estructura municipal así como los gastos de amortización de bienes cedidos para la gestión, así como los de gestión de la adjudicataria.  

III)   OTROS DOCUMENTOS RELEVANTES.-

1.  Informes y Dictámenes de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa del Ministerio de Economía y Hacienda.-

· Informe 27/07, de 29 de octubre de 2007. 

Calificación de un contrato cuyo objeto en la conservación y mantenimiento de parques y zonas ajardinadas. Inviabilidad de la prórroga tácita. Aplicación de la modalidad de arrendamiento.  

· Informe 35/07, de 29 de octubre de 2007. 

Posibilidad de creación de registros de contratistas. Observaciones al texto propuesto de reglamento regulador del registro de contratistas del Ayuntamiento de Laguna de Duero (Valladolid).  

· Informe 37/07, de 29 de octubre de 2007. 

Consulta sobre si la expresión “precio primitivo del contrato” se refiere exclusivamente al precio de adjudicación del contrato principal, o también al importe de la revisión de precios producida durante la ejecución de la obra principal y en su caso el importe de las modificaciones.  

· Informe 38/07, de 29 de octubre de 2007. 

Existencia de dudas respecto a las condiciones de secreto en que se debieron de guardar las proposiciones presentadas a licitaciones.  

· Informe 40/07, de 29 de octubre de 2007. 

Técnica de financiación del crédito presupuestario con cargo al cual se abonarán las obligaciones derivadas del contrato.  

· Informe 41/07, de 29 de octubre de 2007. 

Naturaleza jurídica del contrato cuyo objeto es realizar la custodia de determinados alumnos en los centros educativos dependientes del Consell Comarcal del Vallès Oriental.  

· Informe 42/07, de 29 de octubre de 2007. 

Naturaleza jurídica de los contratos de compra-venta, arrendamiento, cesión y permuta de bienes inmuebles.  

· Informe 43/07, de 29 de octubre de 2007. 

Naturaleza jurídica y efectos del contrato en cuya virtud se constituyó el derecho de superficie de un bien inmueble.  

· Informe 50/07, de 29 de octubre de 2007. 

Cauce adecuado para solicitar informes a al Junta. Cuestiones relacionadas con la subrogación de personal de una empresa.  

· Informe 51/07, de 29 de octubre de 2007. 

Normativa aplicable a la presentación de proposiciones por correo. ¿Qué contenido debe tener la justificación de la imposición del envío de manera que el órgano de contratación pueda comprobar la mencionada vinculación con la documentación que se reciba?

2.  Informes y Dictámenes de los órganos de las Comunidades Autónomas.-

B)
Cataluña


Órgano:   Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

· Informe 2/2007, de  29 de octubre, del PLENO de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Catalunya 

Modificación del artículo 35 de la Ley 31/2002, de 30 de diciembre, de medidas fiscales y administrativas, según la redacción dada por el artículo 19 de la Ley 7/2004, de 16 de julio, de medidas fiscales y administrativas.

· Informe 5/2007, de 21 de diciembre, de la Comisión Permanente de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Catalunya 

Naturaleza jurídica de los contratos que tienen por objeto los servicios de monitor para alumnos con dificultades, en los centros educativos y en los jardines de infancia dependientes del Departamento de Educación y clasificación requerida, en su caso.

·  Informe 6/2007, de 21 de diciembre, de la Comisión Permanente de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Catalunya 

Naturaleza jurídica del contrato de explotación y ejecución de la gestión de teléfonos de uso público para dar el servicio de telefonía pública a las personas usuarias de los centros del Instituto Municipal de Asistencia sanitaria. Posibilidad de obtener esta prestación mediante las figuras de uso o de ocupación temporal de bienes demaniales, previstas en la normativa sobre el patrimonio de las administraciones públicas.

·  Informe 7/2007, de 21 de diciembre, de la Comisión Permanente de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Catalunya 

Procedimiento a seguir para concretar la clasificación empresarial exigible en procedimientos de licitación de determinados contratos administrativos de servicios.

I)
Comunidad Valenciana

Órgano:   Junta Superior de Contratación Administrativa.

· Informe 4/2007, de 29 de noviembre. 

Resolución de contrato por incumplimiento de las obligaciones esenciales. Suspensión unilateral de la ejecución del contrato de obras por el contratista. 

J)
Aragón

Órgano:   Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

· Informe 4/2007, de 8 de noviembre.

Sobre consulta realizada por el Ayuntamiento de Calamocha en relación con la sociedad mercantil municipal FCP Calamocha.

· Informe 5/2007, de 11 de diciembre.

Sobre consulta realizada por el Ayuntamiento de Jaca sobre la "Naturaleza jurídica de la relación contractual entre un ayuntamiento y el adjudicatario de la concesión de la obra urbanizadora que establece el artículo 153 de la Ley Urbanística de Aragón".  

P)
Madrid

Órgano:   Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

· Acuerdo 4/2007, de 31 de octubre.

Sobre adaptación de los modelos de pliegos de cláusulas administrativas particulares de contratos de obras y de concesión de obras públicas, informados por la Junta Consultiva de Contratación Administrativa, a la normativa de subcontratación en el sector de la construcción.

· Acuerdo 5/2007, de 31 de octubre.

Por el que se introducen modificaciones en el modelo de pliego de cláusulas administrativas particulares de general aplicación, que ha de regir el acuerdo marco para suministro, a adjudicar por procedimiento abierto mediante concurso.

· Informe 6/2007, de 31 de octubre.

Sobre el pliego de cláusulas administrativas particulares reguladoras de los procedimientos negociados deducidos de contrato marco para el suministro de gases medicinales con destino a los centros dependientes del Servicio Madrileño de Salud, para su adopción como pliego tipo.

· Informe 7/2007, de 31 de octubre.

Sobre el pliego de cláusulas administrativas particulares reguladoras de los procedimientos negociados deducidos de contrato marco para el suministro de tiras reactivas de determinación de glucosa en sangre y glucosa y cuerpos cetónicos en orina con destino a los centros dependientes del Servicio Madrileño de Salud, para su adopción como pliego tipo.

· Acuerdo 6/2007, de 21 de diciembre.

Por el que la Comisión Permanente queda enterada de la comunicación dirigida a los órganos de contratación sobre prohibición de contratar de empresa declarada en concurso.

· Acuerdo 7/2007, de 21 de diciembre.

Por el que la Comisión Permanente queda enterada de la adaptación de los modelos de pliegos de cláusulas administrativas particulares informados por la Junta Consultiva.

IV)   BIBLIOGRAFÍA SELECCIONADA.-

A.- CONTRATACION

· La nueva Ley de Contratos del Sector Público: Estudio sistemático.  MORENO MOLINA J.A. Y PLEITE GUADAMILLA FS.  La Ley, Madrid, 2007.

· La nueva Ley de Contratos del Sector Público. Guía Práctica.  BLANQUER DAVID.  Tirant Lo Blanch,  Valencia, 2007.

· La nueva Ley de Contratos del Sector Público: nuevos conceptos aplicables a la Administración Local, cuadros sinópticos de plazos y cuantías. LOPEZ VIÑA J.  El Consultor de los Ayuntamientos y de los Juzgados Nº 1, Quincena 15 - 29 Ene. 2008.
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